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Rivera Marchand, Jueza Ponente 
 

SENTENCIA 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 31 de enero de 2020. 
 

Comparece ante nosotros el Sr. Eliezer Cruz Acosta (señor 

Cruz Acosta o apelante) y solicita la revocación de la Sentencia 

emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Mayagüez (TPI 

o foro primario) el 5 de septiembre de 2019. Mediante el referido 

dictamen, el foro primario sentenció al apelante a tres años de cárcel 

bajo el régimen de sentencia suspendida. 

Adelantamos que conforme a los fundamentos que 

expondremos a continuación, procede la confirmación de la 

sentencia apelada.  

I.  

Por hechos ocurridos el 20 de marzo de 2019, el Ministerio 

Público presentó acusación contra el apelante por infracción al Art. 

3.2 (d) de la Ley Núm. 54-1989, mejor conocida como la Ley para la 

prevención e intervención de la violencia doméstica, 8 LPRA sec. 632 

(maltrato agravado). En esencia, se le imputó haber empleado fuerza 

física y violencia psicológica en contra de su ex cónyuge, la Sra. 

Yasira Rosado Rosado (señora Rosado), con quien procreó tres hijos. 
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Se le acusó de haber cometido los actos en presencia de uno de sus 

hijos, quien al momento era un menor de 16 años de edad. Ante ello, 

el 28 de junio de 2019 se celebró juicio por Tribunal de Derecho. 

Durante la celebración del mismo, la prueba de cargo consistió en 

los testimonios de la señora Rosado, la Agte. Feliciano Laguer y el 

Agte. Bermúdez Rodríguez. La defensa no presentó ningún testigo.1 

Auscultada la prueba testifical y documental presentada, el 

foro primario declaró culpable al apelante y le ordenó cumplir tres 

años de cárcel bajo el régimen de sentencia suspendida. No conteste 

con la decisión del TPI, el señor Cruz Acosta recurrió ante esta Curia 

mediante un recurso de Apelación Criminal el 2 de octubre de 2019 

y señaló la comisión del siguiente error:  

Erró el Tribunal de Primera Instancia al declarar culpable a 

nuestro representado, cuando la prueba de cargo no 

estableció su culpabilidad más allá de duda razonable en 

violación al derecho de presunción de inocencia y el debido 

proceso de ley. 

 

En esencia, sostuvo que el Ministerio Público no presentó 

evidencia de todos los elementos del delito imputado, pues la 

violencia psicológica requiere un patrón que no se sustentó.  Añadió 

que las inconsistencias de lo declarado por los testigos no permitían 

sostener una condena. En particular, arguyó que no procedía 

otorgar credibilidad a la versión de la señora Rosado. 

De otro lado, en cumplimiento con nuestra Resolución de 9 de 

diciembre de 2019, compareció el Pueblo de Puerto Rico, por 

conducto de la Oficina del Procurador General (Procurador) y 

sostuvo que el apelante no demostró que el TPI haya incurrido en 

error manifestó, prejuicio o parcialidad en la apreciación de la 

prueba que justifique la revocación de su sentencia. 

Luego de evaluar el expediente de autos, incluyendo la 

transcripción de la prueba oral y los autos originales del caso, y con 

 
1 Se admitieron como evidencia los siguientes exhibits del Ministerio Público: 

Planilla Informativa PPR 621.5 junto a sus anejos C y D; Planilla Informativa 

621.1; y el Formulario de Entrevista Ley 54. 
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el beneficio de la comparecencia de ambas partes, estamos en 

posición de resolver. 

II.  

A. La presunción de inocencia y la duda razonable  

La Sec. 11 del Art. II de la Constitución de Puerto Rico 

reconoce como imperativo que en todo proceso criminal el acusado 

disfrute del derecho a la presunción de inocencia. Pueblo v. Toro 

Martínez, 200 DPR 834, 855 (2018). Para rebatir esta presunción el 

ordenamiento jurídico requiere la presentación de evidencia que 

establezca la culpabilidad del acusado más allá de duda razonable. 

Íd., págs. 855-856. El peso de la prueba recae en el Estado, quien 

deberá presentar evidencia sobre la existencia de todos los 

elementos del delito y su conexión con el acusado. Íd., pág. 856. 

Esto no conlleva que la culpabilidad del acusado tenga que probarse 

con certeza matemática [y en cambio, lo] que se exige es prueba 

satisfactoria y suficiente en derecho, es decir, que produzca certeza 

o convicción moral en una conciencia exenta de preocupación o en 

un ánimo no prevenido. Íd.2 [L]a duda razonable que impide rebatir 

la presunción de inocencia reconocida por nuestra Constitución no 

es una mera duda especulativa o imaginaria, o cualquier duda 

posible; es la insatisfacción con la prueba lo que se conoce como 

“duda razonable”. Íd. 

B. La adjudicación de la credibilidad de los testigos 

La tarea de adjudicar credibilidad y determinar lo que 

realmente ocurrió depende en gran medida de la exposición del juez 

o la jueza a la prueba presentada, lo cual incluye, entre otros 

factores, ver el comportamiento del testigo mientras ofrece su 

testimonio y escuchar su voz. Gómez Márquez v. Periódico El Oriental 

Inc., 2020 TSPR 3, resuelto el 14 de enero de 2020.3 De ahí que los 

 
2 Comillas omitidas. 
3 Citando a Dávila Nieves v. Meléndez Marín, 187 DPR 750, 771 (2013). Comillas 

omitidas. 
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tribunales apelativos no intervendremos con la apreciación de la 

prueba, la adjudicación de credibilidad y las determinaciones de 

hechos que realizan los tribunales de instancia, a menos que se 

demuestre que el juzgador actuó movido por pasión, prejuicio o 

parcialidad o que incurrió en error manifiesto. Íd. Cuando la 

alegación es de pasión, prejuicio o parcialidad, los foros apelativos 

debemos verificar primordialmente si el juez de primera instancia 

cumplió su función de adjudicar de manera imparcial, pues solo así 

podremos descansar en sus determinaciones de hechos. Íd. En 

cambio, el error manifiesto ocurre cuando, de un análisis de la 

totalidad de la evidencia, el tribunal apelativo queda convencido de 

que se cometió un error, aunque haya evidencia que sostenga las 

conclusiones de hecho del Tribunal. Íd. Este estándar de revisión 

restringe nuestra facultad para sustituir el criterio del foro primario 

a escenarios en que, de la prueba admitida, no exista base suficiente 

que apoye su determinación. Íd. Diferencias de criterio jurídico no 

alcanzan ese estándar. Íd. 

Como vemos, "[c]uando la suficiencia de la evidencia se 

cuestiona y se señala que el foro primario erró en su apreciación, el 

alcance de nuestra función revisora está limitado por 

consideraciones de extrema valía. No podemos perder de perspectiva 

que nuestro esquema probatorio está revestido por un manto 

de deferencia hacia las determinaciones que realizan los juzgadores 

de primera instancia en cuanto a la prueba testifical que se presenta 

ante ellos". Pueblo v. Toro Martínez, supra, pág. 857. Lo anterior, en 

reconocimiento de que el TPI es "quien tiene la oportunidad de verlos 

y observar su manera de declarar, de poder apreciar sus gestos, 

titubeos, contradicciones, manierismos, dudas, vacilaciones y, por 

consiguiente, de ir formando gradualmente en su conciencia la 

convicción en cuanto a si dicen la verdad. Íd., págs. 857-858.4 

 
4 Énfasis omitido. 
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C. El Art. 3.2 (d) de la Ley 54-1989 

La Ley Núm. 54, supra, se aprobó en 1989 para atender la 

situación del maltrato de pareja en Puerto Rico, en su mayoría 

mujeres, y que no encontraba remedio en los recursos legales 

existentes. Pueblo v. Ayala García, 186 DPR 196, 207 (2012). Su 

propósito fue prevenir la violencia y proteger la vida y la seguridad 

de estas personas, y por eso se diseñó a partir de las experiencias 

de las agraviadas. Íd.  

El Artículo 3.2 (d) de la citada Ley es la disposición general en 

controversia en el caso de epígrafe. En lo que resulta pertinente, el 

artículo dispone lo siguiente: 

Se impondrá pena correspondiente a delito grave de tercer 

grado en su mitad inferior cuando en la persona del cónyuge, 

ex cónyuge o de la persona con quien se cohabita o se haya 

cohabitado, o con quien se sostiene o haya sostenido una 

relación consensual, o con quien se haya procreado un hijo 

o hija, independientemente del sexo, estado civil, orientación 

sexual, identidad de género o estatus migratorio de 

cualquiera de las personas involucradas en la relación, se 

incurriere en maltrato según tipificado en esta Ley, 

mediando una o más de las circunstancias siguientes: 

[…] 

(d) cuando se cometiere en la presencia de menores de edad; 

o  

[…] 

El Tribunal podrá imponer la pena de restitución, además de 

la pena de reclusión establecida.  

 

La Ley define el maltrato como "toda fuerza física o violencia 

psicológica, intimidación o persecución en la persona de su cónyuge, 

ex cónyuge, o la persona con quien cohabita o haya cohabitado, o la 

persona con quien sostuviere o haya sostenido una relación 

consensual, o la persona con quien haya procreado un hijo o hija, 

independientemente del sexo, estado civil, orientación sexual, 

identidad de género o estatus migratorio de cualquiera de las 

personas involucradas en la relación, para causarle daño físico a su 

persona, a los bienes apreciados por ésta, excepto aquéllos que 

pertenecen privativamente al ofensor, o a la persona de otro o para 
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causarle grave daño emocional". Art. 3.1 de la Ley 54-1989, supra, 

sec. 631. 

III.  

En el caso que nos ocupa, el apelante cuestionó la suficiencia 

de la evidencia presentada en su contra durante el juicio para 

sostener una condena en su contra. En particular, indicó que no 

procedía otorgar credibilidad a la versión de los hechos ofrecida por 

la señora Rosado. Siendo así, nos corresponde examinar la prueba 

ofrecida por el Ministerio Público ante el foro primario, para así 

poder determinar si, como concluyó el TPI, la culpabilidad del 

apelante se probó más allá de duda razonable. 

La prueba presentada por el Ministerio Público ante el 

tribunal primario para sostener el cargo imputado al señor Cruz 

Acosta consistió en los testimonios de la perjudicada, la señora 

Rosado, y de los agentes a cargo de la investigación de la querella, 

la Agte. Feliciano Laguer y el Agte. Bermúdez Rodríguez. La 

perjudicada testificó que estuvo casada aproximadamente 20 años 

con el apelante y procrearon tres hijos, que actualmente tienen 19, 

16 y 10 años.5 Al momento de celebrarse el juicio, llevaban 

separados aproximadamente dos años.6 Sin embargo, el señor Cruz 

Acosta continuaba viviendo en su casa al momento de los hechos 

porque no tenía donde vivir.7 Sobre los hechos que motivaron la 

radicación de la querella en contra del apelante, describió que en la 

mañana del 20 de marzo de 2019, ambos llegaron a la casa al mismo 

tiempo y luego de estacionar los carros, el apelante comenzó a 

cuestionarle en una forma agresiva el lugar de donde venía, las 

personas con quien había estado y a reclamarle haber dejado solos 

a sus hijos.  Indicó que le arrebató unas llaves de la mano en una 

forma brusca y cuando intentó entrar a la casa, el apelante la 

 
5 Transcripción, pág. 14. 
6 Íd., pág. 15. 
7 Íd., pág. 16. 
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empujó con su cuerpo en las escaleras. Asimismo, expresó que el 

señor Cruz Acosta le gritó palabras soeces, la pegó contra la pared 

y la inmovilizó con sus piernas.8 Afirmó que su hijo de 16 años 

presenció los hechos.9 En cuanto al momento de llamar a la Policía, 

relató que lo hizo mientras forcejeaba con el apelante, quien al darse 

cuenta de lo que hacía, la soltó y se marchó del lugar.10 A preguntas 

del Ministerio Público indicó que había tenido un percance de 

violencia doméstica anterior, pero no lo denunció.11 Durante su 

contrainterrogatorio, la señora Rosado admitió que de la declaración 

jurada, del formulario de entrevistas a víctimas de violencia 

doméstica, y de la planilla informativa, no incluyó el hecho que su 

hijo estuvo presente en el momento de los sucesos.12 Sin embargo, 

durante su testimonio aseguró que este último dato lo había 

indicado anteriormente.13 

 La próxima testigo fue la Agte. Feliciano Laguer, agente 

investigadora del Distrito de Mayagüez.14 Indicó que el día de los 

hechos, la señora Rosado lucía bastante nerviosa.15 Testificó que la 

señora Rosado le contó de los empujones en la escalera, del arrebato 

de las llaves, de la sacudida, de que la agarró por el brazo y de las 

palabras soeces que el apelante le gritó.16 Según el testimonio que 

escuchó de la perjudicada, los hechos ocurrieron frente al niño y 

este último se había quedado en "shock".17 Además, explicó que 

luego entrevistó al apelante y lo describió como un proceso bastante 

difícil porque estaba agresivo.18 Mientras fue contrainterrogada, la 

 
8 Íd., pág. 16-18. 
9 Íd., pág. 20 y 27. 
10 Íd., pág. 22. 
11 Íd., págs. 30-31. 
12 Íd., pág. 34 y 36. 
13 Íd., pág. 32. 
14 Íd., pág. 48. 
15 Íd., pág. 49. 
16 Íd., págs. 50-51. 
17 Íd., pág. 51. 
18 Íd., pág. 52. 
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Agte. Feliciano Laguer testificó que en el momento en que la señora 

Rosado llamó a la policía, el apelante ya no la estaba agarrando.19 

 El último testigo de cargo fue el Agte. Bermúdez Rodríguez, 

agente investigador de la División de Violencia Doméstica.20 Este 

indicó que la señora Rosado el día de los hechos estaba temerosa, 

nerviosa y llorosa.21 Al igual que la testigo anterior, el agente explicó 

que la perjudicada le contó de los empujones en la escalera, las 

llaves, la sacudida, que el señor Cruz Acosta la agarró por el brazo 

y de las palabras soeces que le decía.22 De igual forma, manifestó 

que tenía la muñeca roja de manera compatible con la versión que 

estaba ofreciéndole.23 Aseguró que la señora Rosado le notificó de 

incidentes previos de violencia doméstica entre la pareja.24 Durante 

el contrainterrogatorio, el agente admitió que no fue a la residencia 

donde ocurrieron los hechos en ningún momento y conoció de la 

presencia del menor durante el incidente el mismo día del juicio.25 

Ahora bien, durante el redirecto, a preguntas del Fiscal, el Agte. 

Bermúdez Rodríguez, quien fue identificado en la acusación del 

Pueblo como agente denunciante,26 clarificó que durante su 

investigación corroboró que había un menor que presenció los 

hechos.27 

Culminada la presentación de la prueba del Ministerio 

Público, la defensa no presentó evidencia alguna por lo que una vez 

se presentaron los informes finales de las partes, el caso quedó 

sometido ante el foro primario. Al disponer del caso el TPI señaló lo 

siguiente: 

[E]ste tribunal le da credibilidad al testimonio de la testigo 

perjudicada del caso. Nos parece que aun cuando el 

 
19 Íd., pág. 56. 
20 Íd., pág. 59. 
21 Íd., pág. 60. 
22 Íd., pág. 61. 
23 Íd., pág. 61. 
24 Íd., pág. 62. 
25 Íd., págs. 63-65 
26 Véase, Autos originales, pág. 39. 
27 Transcripción, pág. 67.  
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testimonio ciertamente no es perfecto pero nos parece que sí 

que es totalmente creíble. Este tribunal encuentra al señor 

Eliezer Cruz Acosta culpable del caso que tenemos ante 

nuestra atención. Así las cosas licenciado con agenda en 

mano vamos a señalar vista para dictar sentencia.28  

 

En reacción a ello, la defensa argumentó sobre la posibilidad 

de que el menor no haya presenciado los hechos, a lo que la 

juzgadora de los hechos reiteró: 

[N]os parece creíble como dije la versión que hace la 

perjudicada en Sala. Su demeanor, su forma de testificar, si 

nos parece creíble. Eso en unión con la totalidad de las 

circunstancias nos parece, eh, que nos parece no, nos 

reafirmamos en nuestra determinación.29 

Hemos evaluado sosegadamente la transcripción del juicio 

que obra en el expediente, y la misma nos convence de que la prueba 

ofrecida por el Ministerio Público con el propósito de demostrar que 

el apelante infringió las disposiciones del Art. 3.2 (d) de la Ley Núm. 

54, supra, resulta ser suficiente como cuestión de Derecho. La 

evidencia presentada mediante los testimonios, en adición a los 

documentos que fueron estipulados, cumple los estándares 

aplicables para sostener una condena de acuerdo con el delito por 

el cual se acusó al señor Cruz Acosta.  

Conforme surge del testimonio de la señora Rosado, el cual 

mereció entero crédito al foro primario, la mañana de los hechos el 

señor Cruz Acosta cometió actos constitutivos de violencia física y 

psicológica en contra de la señora Rosado. Ello fue corroborado por 

los documentos presentados y los testimonios de los agentes 

encargados de la investigación del caso. Además, contrario a lo que 

argumentó la defensa sobre la ausencia de un patrón, surge de los 

testimonios que no es la primera vez que ocurre un incidente de 

violencia doméstica entre el apelante y la señora Rosado.   

Ciertamente, las declaraciones de los testigos no fueron 

exactas. En cambio, contenían diferencias en unos aspectos muy 

 
28 Íd., pág. 72. 
29 Íd., pág. 72. 
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particulares; a saber, (1) el momento en que la señora Rosado llamó 

a la Policía y la presencia del menor en el momento del incidente. 

Sin embargo, lo manifestado por los agentes reafirmaba los aspectos 

del testimonio de la señora Rosado que implicaban la comisión del 

delito que le fue imputado al apelante, esto es, violencia física y 

psicológica.  

En cuanto a la presencia del menor, la Agte. Feliciano Laguer 

indicó que a pesar de que no surge de los documentos presentados 

por el Ministerio Público, la señora Rosado le había indicado el día 

de los hechos que su hijo había presenciado el suceso. La señora 

Rosado por su parte, aseguró que lo había notificado a las 

autoridades en varias ocasiones. No obstante lo anterior, debemos 

señalar que según el testimonio del Agte. Bermúdez Rodríguez la 

señora Rosado, al inicio de la investigación, expresó que tenía 

reservas sobre este asunto, porque no quería involucrar a su hijo en 

el caso.30 Así, a pesar de las preguntas de la defensa para impugnar 

la evidencia de cargo, el TPI, al sopesar los testimonios, otorgó total 

credibilidad al testimonio de la señora Rosado y resolvió que el 

menor había presenciado lo sucedido entre la pareja en marzo de 

2019.   

Ante tales circunstancias, no procede nuestra intervención 

para sustituir el criterio del juzgador de los hechos a nivel de 

instancia. Bien señaló el Tribunal Supremo de Puerto Rico que no 

existe el testimonio perfecto y los argumentos del apelante no 

mueven nuestra consciencia judicial a concluir que hay duda 

razonable en la prueba desfilada por el Ministerio Público. El 

apelante tampoco demostró base alguna para hacer meritoria 

nuestra intervención. No encontramos ningún indicio de pasión, 

prejuicio, parcialidad o error manifiesto en la apreciación de la 

prueba. Los errores imputados no se cometieron.  

 
30 Íd., pág. 63. 
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Por tanto, resulta forzoso concluir que el Ministerio Público 

probó cada elemento del delito imputado, así como su conexión con 

el señor Cruz Ayala, más allá de duda razonable.  

IV.  

Por los fundamentos antes expuestos, procede confirmar la 

sentencia del foro primario. 

Notifíquese. 

Lo acordó y lo certifica la Secretaria del Tribunal de 

Apelaciones. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


